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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Las normas contenidas en el presente documento guiarán e informará en todo momento la actuación del 
personal colaborador a la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva. Así mismo servirán para vigilar y 
controlar la prevención y lucha contra el fraude y la corrupción en la AVAP. Este Código se configura como un 
complemento de las obligaciones, mandatos y recomendaciones citadas en los artículos 52 a 54 del Estatuto 
Básico del Empleado Público (EBEP), aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, la 
legislación en materia de incompatibilidades, y demás normas aplicables, y en el marco de actuación de 
“Buen Gobierno, Transparencia, Integridad y Rendición de cuentas” 

Asimismo, este Código desarrolla las reglas de actuación contenidas en el artículo 21 del Decreto 7/2024, de 
9 de enero del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de la Agència Valenciana d’Avaluació i 
Prospectiva en cuestión de confidencialidad, objetividad, honestidad, integridad y conflicto de intereses. El 
artículo 4 de dicho reglamento describe que sus principios de actuación serán: independencia, objetividad, 
excelencia y transparencia. 

La elaboración y publicación de este Código, implica ir más allá del cumplimiento de la Ley y requiere, 
además de establecer las normas internas de conducta que a continuación se recogen, determinar y definir 
cuáles son los valores éticos y principios de actuación que nos identifican y que mejor nos pueden guiar en 
el adecuado y diligente ejercicio de nuestras funciones. Así, este Código aspira a dar a conocer cuáles son 
esos valores que nos representan como institución y qué principios deben inspirar nuestras acciones y 
decisiones, especialmente cuando nos enfrentemos a situaciones que puedan comprometer y poner en 
riesgo nuestro buen hacer.  

De esta forma, se ha evitado en lo posible introducir recomendaciones u obligaciones que ya estén previstas 
en leyes y reglamentos que le son de aplicación, así como normas habituales de educación.  En definitiva, el 
Código busca orientar la acción y aspira a servir de guía para la toma de decisiones en situaciones complejas. 
A tal efecto, en él se explicitan las normas, los principios y los valores que deben ser tenidos en cuenta para 
actuar dentro de los más elevados estándares de ética profesional y organizativa. 
Este Código busca integrar en la práctica ordinaria de esta entidad, los valores fundacionales referidos que 
fundamentan su trabajo, y que se traducen en esencia en el comportamiento ético y responsable y la 
rendición de cuentas.  

Por ello, es esencial el proceso de difusión, concienciación y asunción de los objetivos de este Código por 
parte de la totalidad de su plantilla, siendo objeto de permanente actualización y publicación en la página 
web de la AVAP. El personal de la AVAP deberá leer el contenido de este Código Ético y comunicar su 
adhesión al mismo mediante la firma del Anexo I contenido en este documento.

Todos los órganos y servicios de la AVAP colaborarán en la correcta implementación del Código para que los 
valores en él contenidos se comprendan y practiquen en esta organización.  

Con la entrada en vigor de la ley 2/2023 de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, se ha adaptado la estructura y 
contenido del presente Código para configurar en la AVAP el Sistema interno de información establecido en 
ley, que asegure con total garantía la protección al denunciante y cumpla debidamente con las finalidades y 
objetivos regulados en dicha norma, dispuesto en el Título sexto de este Código. 

Posteriormente, se ha tenido en cuenta en la medida en lo que afecta al ámbito de gestión de esta entidad, 
el Plan de Medidas Antifraude de la Conselleria de Educación, Cultura, Universidades y Empleo, aprobado por 
la persona titular de dicha Conselleria, el 3 de octubre de 2024. 

CÓDIGO ÉTICO
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Integridad y honestidad: todos los actos económicos deben perseguir el interés público, evitando ventajas 
indebidas.

Transparencia: los procesos de presupuestación, contratación y gasto deben ser claros, documentados y 
accesibles a los órganos de control.

Imparcialidad y objetividad: las decisiones económicas no deben estar condicionadas por intereses 
personales o externos.

Responsabilidad y eficiencia: uso racional de recursos, evitando desperdicio o duplicidad de esfuerzos.

Cumplimiento normativo: respeto estricto a leyes, reglamentos y políticas internas.

1.  El presente Código tiene por objeto ofrecer al personal de la AVAP un conjunto de pautas de 
comportamiento que aseguren una actuación conforme a los principios de integridad, objetividad, 
independencia y correcto uso de la información. 

2.  Este Código tendrá carácter vinculante y será de aplicación a todo el personal de la AVAP, ya sea en virtud 
de vínculo laboral o administrativo, en todo aquello que no esté regulado por otra normativa de aplicación. 
 
3.  Será de aplicación a su personal directivo en todo aquello que no se encuentre expresamente regulado 
por el Decreto 95/2016, de 29 de julio, del Consell, de regulación, limitación y transparencia del régimen del 
personal directivo del sector público instrumental de la Generalitat o normativa posterior que lo sustituya. 

4. La actuación de personas y entidades, ya sean contratistas que presten servicios para la AVAP, así como el 
resto de personas y entidades con las que se relacione se guiará asimismo en aquellos aspectos que les sean 
de aplicación por las normas y los principios contenidos en el presente Código, a cuyo efecto, dichas normas 
y principios se incluirán en los pliegos de los contratos. 

5.  Será de aplicación en lo que proceda a los becarios en período de formación o prácticas. 

6.  Asimismo, garantizará mediante los cauces oportunos la debida protección de los denunciantes o 
informantes de conformidad con los preceptos establecidos en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de 
la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.  

7. En definitiva, este Código resulta de aplicación a todo el personal de la Agència, no importa cuál sea el 
cargo, el puesto o las funciones que cada sujeto concernido desempeñe. 

CÓDIGO ÉTICO

TÍTULO PRIMERO. DISPOSICIONES GENERALES 

 Artículo 1. Principios éticos en la Gestión Económica

Artículo 2.  Objeto y ámbito de aplicación
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1.  El personal de la AVAP deberá contribuir al cumplimiento de los principios y criterios contenidos en este 
Código y no estará obligado a cumplir órdenes o instrucciones contrarias al mismo o a cualquier otra 
normativa en vigor.  

Observará los deberes contenidos en otros códigos o convenios éticos o profesionales a los que la AVAP se 
adhiera, y que les hayan sido debidamente comunicados.  

Por ello, el personal de la AVAP, deberá mantenerse informado de las circulares, normas y/o procedimientos 
internos en vigor o aquellos que pudieran ser aprobados o suscritos por la AVAP siendo su responsabilidad 
acceder periódicamente al directorio de uso compartido de la entidad donde estas se publiciten.  Es por ello 
que, el Código, ante todo, debe ser conocido por aquellos a los que les es de aplicación. En consecuencia, 
debe ser leído de manera reflexiva y detallada. Y ha de entrar a formar parte del acervo profesional de los 
empleados y empleadas de la Agència. 

2.  Los principios y criterios de este Código no excluyen, desplazan ni afectan a la plena aplicación de las 
normas jurídicas cuyo cumplimiento sea exigible al personal de la AVAP en función del régimen jurídico que 
les sea de aplicación. 

3. Toda infracción del presente Código por parte del personal de la AVAP será sancionada conforme al 
Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), o en función de su vínculo laboral, al Estatuto de los 
Trabajadores (ET) y al Convenio Colectivo en vigor o, en su caso y si procediera, conforme al régimen de 
resolución contractual pactado. 

Todo ello sin perjuicio de las restantes responsabilidades administrativas, penales o civiles que de dichos 
incumplimientos pudieran derivarse. 

Artículo 3. Eficacia 

1.  En cada caso, la unidad administrativa competente por razón de la materia, conjuntamente con el Servicio 
de Gestión Económica, Personal y Regulación Económica establecerá instrucciones y/o procedimientos para 
que, siempre que sea posible, se genere evidencia sobre el cumplimiento de los procedimientos, así como de 
las prácticas exigidas en este Código a todo el personal de la AVAP.  

Esta trazabilidad deberá permitir que cualquier órgano de control pueda verificar el funcionamiento del 
control interno, especialmente el aplicable a la elaboración de la información financiera de la entidad. 
 
2.  El fomento de la transparencia a todos los niveles y en todos los procesos de la entidad como parte 
ineludible de la aspiración de la AVAP a la máxima excelencia en la prestación de sus servicios, tendrá su 
reflejo en la continua actualización y mantenimiento de su portal de transparencia, que será responsabilidad 
de los servicios implicados en función de la materia bajo la coordinación con el Servicio de Gestión 
Económica, Personal y Regulación Normativa, tal y como se describe en el artículo 12, apartado 5, letra f del 
reglamento orgánico y funcional de la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva.
 

Artículo 4. Control de la gestión, rendición de cuentas y transparencia 
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1.  El personal de la AVAP, seleccionado bajo los principios de igualdad, mérito y capacidad, garantiza la 
objetividad en sus actuaciones y decisiones, con actitud abierta a la diversidad, y promoviendo, en todo 
momento, la igualdad de oportunidades en la promoción profesional basada en la excelencia en el 
desempeño de funciones.  

2.  La AVAP proporcionará las mismas oportunidades en el acceso al trabajo y en la promoción profesional, 
asegurando, en todo momento, la ausencia de situaciones de discriminación por razón de sexo, raza, origen, 
ideología, religión, orientación sexual, estado civil o condición social.  

3.  La AVAP considera la formación de personal como una inversión estratégica por lo que podrá participar en 
las actividades formativas organizadas por el Institut Valencià d’Administració Pública de la Generalitat 
Valenciana.

TÍTULO SEGUNDO. PRINCIPIOS DE CONDUCTA DE LA 
ENTIDAD Y SUS EMPLEADOS 

Artículo 5. Igualdad de oportunidades y no discriminación  

1. El personal de la AVAP en el ámbito de sus competencias y, en especial quienes desempeñen funciones de 
jefatura y dirección, gestionarán los recursos económicos y materiales disponibles en cada momento, con la 
debida diligencia y siguiendo los principios de eficiencia y sostenibilidad.

2. El personal de la Agència, en su calidad de empleados públicos, debe exhibir en todo momento un 
comportamiento profesional, respetuoso y eficiente. Debe ser diligente en el cumplimiento de las tareas 
asignadas y de las instrucciones de los superiores, solicitar su ayuda cuando sea necesario, y ser responsable 
en el desempeño de sus deberes, velando siempre por los intereses generales. 

Artículo 6. Eficiencia y sostenibilidad    

1.  El personal de la AVAP y, especialmente, quienes desempeñen funciones de jefatura y dirección, 
promoverá en todo momento unas relaciones basadas en el respeto por la dignidad de los demás, la 
participación, la equidad y la colaboración recíproca, propiciando un ambiente laboral respetuoso a fin de 
lograr un clima de trabajo positivo. 

2.  Por ello, la AVAP rechaza cualquier manifestación de violencia o acoso físico, sexual, psicológico o moral en 
el ámbito laboral, así como cualesquiera conductas ofensivas o abusivas que generen un entorno 
intimidatorio hacia los derechos de su personal.  

3.  El personal de la AVAP actuará con eficiencia, corrección y cortesía en sus relaciones con el resto de 
empleados, colaboradores y terceros, y facilitará, en la medida de lo posible y sin perjuicio del deber de 
secreto profesional, la información solicitada. 

4.  El personal de la AVAP mantendrá informados de los progresos realizados a los/las compañeros/as que 
participen en los mismos asuntos, así como facilitar su contribución a ellos.  
Asimismo, deberá proporcionar al personal que lo necesite, la información y documentación de la que 
dispongan que sea necesaria para que éstos desarrollen de forma adecuada sus funciones, incluyendo la 
colaboración con los órganos de control internos y externos. 

Artículo 7. Relaciones entre el personal
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1.  La AVAP promoverá un ambiente de trabajo compatible con el desarrollo personal, ayudando a su personal 
a conciliar de la mejor manera posible su vida personal y laboral.  

2.  En cumplimiento de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, así como de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, 
se procederá a elaborar y establecer medidas concretas de aplicación práctica de igualdad y no 
discriminación en la AVAP estableciéndose mecanismos que incentiven su cumplimiento. 

Artículo 8. Conciliación familiar y laboral   

1.  La AVAP considera la seguridad y salud laboral fundamental para lograr un entorno de trabajo confortable 
y seguro, siendo un objetivo prioritario la mejora permanente de las condiciones de trabajo.  

2.  La AVAP está sujeta a la política de prevención de riesgos laborales de la Generalitat Valenciana así como 
la legislación estatal y autonómica en la materia https://avap.es/es/prevencion-de-riesgos-laborales/ 

3.  Aquellos que desempeñen funciones de jefatura y dirección se asegurarán de que los miembros de sus 
equipos realicen sus actividades en las debidas condiciones de seguridad.  

Artículo 9. Prevención de riesgos laborales    

1.  El personal de la AVAP seguirá las recomendaciones y procedimientos establecidos para reducir el impacto 
medio ambiental de sus actividades y contribuir a mejorar los objetivos de sostenibilidad en sus políticas 
relativas a esta materia.  

2.  En la aplicación práctica de los compromisos sociales en el tráfico jurídico ordinario de la AVAP, su personal 
procurará el cumplimiento de las siguientes finalidades:  

 El fomento de la integración social de personas con discapacidad, personas desfavorecidas o miembros 
de grupos vulnerables entre las personas asignadas a la ejecución del contrato y, en general, la inserción 
socio-laboral de personas con discapacidad o en situación o riesgo de exclusión social;  

La subcontratación con Centros Especiales de Empleo o Empresas de Inserción; los planes de igualdad 
de género que se apliquen en la ejecución del contrato y, en general, la igualdad entre mujeres y 
hombres; 

La mejora de las condiciones laborales y salariales; la estabilidad en el empleo; la contratación de un 
mayor número de personas para la ejecución del contrato;  

La formación y la protección de la salud y la seguridad en el trabajo;  

La aplicación de criterios éticos y de responsabilidad social a la prestación contractual o los criterios 
referidos al suministro o a la utilización de productos basados en un comercio equitativo durante la 
ejecución del contrato. 

3. En relación con los compromisos medioambientales se buscará: 
Una gestión más eficiente del agua y la energía (luz, aire acondicionado…);  

Artículo 10. Protección del medio ambiente y compromiso social en la AVAP 
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El fomento del uso de las energías renovables;  

La promoción del reciclado de productos y el uso de envases reutilizables o el impulso de la entrega de 
productos a granel. 

4.  Los servicios competentes por razón de la materia en general y el órgano de contratación en particular, 
valorando las circunstancias de la concreta licitación, incorporarán aquellos criterios o condiciones especiales 
de ejecución que resulten más conveniente para el contrato de que se trate. 

1.c Está prohibido informar o facilitar datos que pudieran favorecer o dar ventaja a cualquier persona o 
entidad en sus relaciones con la AVAP, incluso aunque ésta no resulte aparentemente perjudicada 
(información privilegiada). 

2. cEl personal que cese en su relación laboral, administrativa o mercantil con la AVAP, no podrá llevar consigo 
ningún tipo de información reservada o documentación confidencial adquirida en el desempeño de sus 
funciones, cualquiera que sea el soporte (papel, disquete, CD u otros), ni aportar o utilizar dicha información 
en interés propio o de tercero. 

3. cAquellos empleados y directivos de la Agència que, por razones de su cargo o responsabilidad, tienen que 
gestionar personas y dirigir equipos, deben guardar, aún si cabe, más cuidado en el estricto cumplimiento 
de las indicaciones contenidas en este Código. 

Deben ser especialmente cuidadosos con los deberes de confidencialidad, uso de información privilegiada, 
cumplimiento normativo, igualdad de trato; y, sobre todo, de la adecuada gestión de los posibles conflictos 
de interés. Por lo demás, tienen que guardar especial cautela y prudencia con respecto al modo adecuado 
de representar a la Agència. 

Artículo 11. Confidencialidad y secreto profesional 

En el marco de los derechos reconocidos en la Constitución Española y restante normativa de aplicación, el 
personal de la AVAP podrá ejercer su libertad pensamiento, creencia y en general de participación en la vida 
pública siempre que no haga uso espurio del nombre o relación jurídica que le une a la AVAP, se desarrolle 
fuera de sus dependencias y no interfiera en el normal ejercicio de las funciones del personal implicado de 
acuerdo con el horario autorizado.  

Artículo 12. Neutralidad política y aconfesionalidad 

El tratamiento de los datos de carácter personal, la custodia de los ficheros que los contengan y, en general, 
la aplicación de la informática para la captación, tratamiento, registro y explotación de tales datos deberá 
realizarse de forma que se garantice el estricto cumplimiento de la normativa en materia de protección de 
datos de carácter personal en general y la política de protección de datos en particular publicada en el 
siguiente enlace web: https://avap.es/es/transparencia/proteccion-de-datos/

Artículo 13. Protección de datos   
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Dichos tratamientos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, y en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección 
datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones 
penales y de ejecución de sanciones penales, así como en el Título VI de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción.  

La AVAP pondrá a disposición de su personal un buzón electrónico de sugerencias y consultas en el que de 
forma anónima o no Sugerencias, Quejas y Agradecimientos – Agència Valenciana d'Avaluació i Prospectiva 
(AVAP), se efectuarán cualesquiera comunicaciones al objeto de introducir mejoras en el funcionamiento 
ordinario de la entidad.  
Dicho buzón será gestionado por la Jefatura de Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación 
normativa quien derivará al departamento que proceda, aquellas sugerencias y consultas que fueren de su 
interés. 

Artículo 14. Buzón de sugerencias y consultas

1.  A efectos de este Código, se entiende conflicto de interés como toda situación de riesgo en la que el interés 
personal (económico, de índole familiar, o de otro tipo) de un empleado o empleada podría interferir en el 
ejercicio adecuado de su discernimiento profesional en nombre de un tercero, que, legítimamente, confía en 
ese juicio. El conflicto de interés es, por tanto, especialmente relevante para los empleados públicos ya que 
son depositarios de la confianza del Estado y de la ciudadanía, y a través de su proceder se materializa la 
actuación de la administración pública. 

2.  Un conflicto de interés es un riesgo de corrupción que se concreta en la posibilidad de que el interés 
particular interfiera en la capacidad del profesional de llevar a cabo su deber de modo objetivo, imparcial e 
independiente. Dicho riesgo de corrupción podría convertirse en un acto de corrupción, si finalmente, el 
interés particular terminara interfiriendo efectivamente y prevaleciendo en el juicio profesional de aquella 
persona. 

3.  El personal de la Agència debe ser consciente de que las situaciones de conflictos de interés mal 
identificadas y no gestionadas convenientemente pueden poner en riesgo la integridad y la reputación de la 
Agència, y la suya propia. Por ello, se deben identificar y gestionar en todo momento los conflictos de 
intereses o incluso la posible apariencia de ellos.

4.  El personal de la Agència, a este respecto, debe ser ejemplo de integridad, para lo que deben informar a 
su superior jerárquico de cualquier situación en la que su independencia, objetividad o neutralidad pudiera 
ser cuestionada, de cara a proteger también la neutralidad y la imparcialidad de la propia Agència. 
Especialmente, esta actuación objetiva deberá impregnar la actividad profesional que se despliegue por el 
personal de la Agència sobre los procedimientos de acceso, promoción y provisión de puestos de trabajo, de 

Artículo 15. Identificación y Gestión de Conflicto de Interés

TÍTULO TERCERO. PRINCIPIOS ECONOMICO 
FINANCIEROS Y CONFLICTOS DE INTERÉS

contratación pública o de cumplimiento de cualquier exigencia legal que esté inspirada por el principio de 
publicidad y libre concurrencia, así como por la salvaguarda de la imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones.

5.  El personal de la AVAP deberá abstenerse de intervenir o influir en la aprobación de cualquier acto 
administrativo en las que el referido personal o su círculo de familiares y relaciones, en los grados y 
condiciones indicados en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, tengan intereses personales, evitando que dichos intereses influyan en las decisiones que se 
adopten. A tal efecto se utilizarán los modelos previstos en los Anexos II y III de este Código, según 
corresponda.  

En el caso de que los procedimientos administrativos se refieran a las específicas materias de contratación, 
los modelos de declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI) a utilizar son los que se adjuntan a 
este Código en el Anexo V, dando cumplimiento de los términos que se exponen a continuación. En el resto 
de materias, deberá suscribirse la DACI correspondiente, adecuándola a los términos del expediente en 
cuestión. 

Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI)

Todas las autoridades y el personal de la AVAP que intervengan en la gestión y ejecución de expedientes 
financiados con fondos públicos cumplimentarán y firmarán una declaración de ausencia de conflicto de 
interés vinculada al procedimiento administrativo en el que participen. 
En la DACI, la persona declarante deberá poner de manifiesto: 

→ Si en su conocimiento, existe un conflicto de intereses aparente, potencial o real vinculado al 
procedimiento administrativo en el que participa. 

→ Si existen circunstancias que pudieran llevarlo a una situación de conflicto de intereses aparente, 
potencial o real en un futuro próximo. 

→ Que se compromete a declarar inmediatamente cualquier potencial conflicto de intereses en el caso de 
que alguna circunstancia pueda llevar a dicha conclusión. 

6.  Los documentos que recojan las declaraciones de ausencia de conflicto de interés realizadas por las 
intervinientes en los procedimientos, bien las firmadas, bien las manifestadas en las reuniones de las órganos 
colegiados y recogidas en las actas, deberán quedar incorporadas al expediente de contratación, subvención, 
concesión de ayudas o encargo a medias propios, al objeto de conservar una adecuada pista de auditoría.
 
7.  El procedimiento para la gestión de las DACIs en los casos de expedientes de contratación y de subvención 
sería el siguiente: 

Expedientes de contratación: 

Los intervinientes que elaboren la memoria justificativa del contrato, o participen en la redacción de los 
pliegos de las prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas particulares, y quienes firmen los pliegos 
o la supervisión de cualesquiera otros documentos, formalizaran la DACI en el momento de la aportación del 
documento al expediente. (Anexo V). 
Los decisores de la operación, es decir, el órgano de contratación y los miembros de los órganos colegiados 
de asistencia al órgano de contratación (Mesa de contratación, Comité de expertos - si aplica- y Comisiones 
técnicas -si aplica-), así como las personas expertas que vayan a participar en el proceso de valorización, 
formalizarán la DACI una vez conocidos los licitadores. (Anexo V). 

Asimismo, el personal técnico que habiendo sido designado como responsable del contrato y/o en su caso, 
como unidad encargada de seguimiento, realice las tareas de seguimiento de la ejecución del contrato, 

control de la correcta realización de la prestación pactada y conformidad con el pago de las correspondientes 
facturas conforme a lo previsto en el artículo 62 y concordantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), también formalizará la correspondiente DACI. (Anexo V). 
En el caso de contrataciones menores, y encargos a medios propios, la declaración la cumplimentará, 
además del órgano de contratación, la persona titular de la unidad proponente o impulsora del expediente. 
(Anexo V). 

Los contratistas y subcontratistas, por su parte, suscribirán una declaración recogida en el contrato, que ya se 
prevé de forma expresa como obligación en el Anexo I de los Pliegos tipo de Cláusulas Administrativas 
Particulares (PCAP). 
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1.  A efectos de este Código, se entiende conflicto de interés como toda situación de riesgo en la que el interés 
personal (económico, de índole familiar, o de otro tipo) de un empleado o empleada podría interferir en el 
ejercicio adecuado de su discernimiento profesional en nombre de un tercero, que, legítimamente, confía en 
ese juicio. El conflicto de interés es, por tanto, especialmente relevante para los empleados públicos ya que 
son depositarios de la confianza del Estado y de la ciudadanía, y a través de su proceder se materializa la 
actuación de la administración pública. 

2.  Un conflicto de interés es un riesgo de corrupción que se concreta en la posibilidad de que el interés 
particular interfiera en la capacidad del profesional de llevar a cabo su deber de modo objetivo, imparcial e 
independiente. Dicho riesgo de corrupción podría convertirse en un acto de corrupción, si finalmente, el 
interés particular terminara interfiriendo efectivamente y prevaleciendo en el juicio profesional de aquella 
persona. 

3.  El personal de la Agència debe ser consciente de que las situaciones de conflictos de interés mal 
identificadas y no gestionadas convenientemente pueden poner en riesgo la integridad y la reputación de la 
Agència, y la suya propia. Por ello, se deben identificar y gestionar en todo momento los conflictos de 
intereses o incluso la posible apariencia de ellos.

4.  El personal de la Agència, a este respecto, debe ser ejemplo de integridad, para lo que deben informar a 
su superior jerárquico de cualquier situación en la que su independencia, objetividad o neutralidad pudiera 
ser cuestionada, de cara a proteger también la neutralidad y la imparcialidad de la propia Agència. 
Especialmente, esta actuación objetiva deberá impregnar la actividad profesional que se despliegue por el 
personal de la Agència sobre los procedimientos de acceso, promoción y provisión de puestos de trabajo, de 

contratación pública o de cumplimiento de cualquier exigencia legal que esté inspirada por el principio de 
publicidad y libre concurrencia, así como por la salvaguarda de la imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones.

5.  El personal de la AVAP deberá abstenerse de intervenir o influir en la aprobación de cualquier acto 
administrativo en las que el referido personal o su círculo de familiares y relaciones, en los grados y 
condiciones indicados en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, tengan intereses personales, evitando que dichos intereses influyan en las decisiones que se 
adopten. A tal efecto se utilizarán los modelos previstos en los Anexos II y III de este Código, según 
corresponda.  

En el caso de que los procedimientos administrativos se refieran a las específicas materias de contratación, 
los modelos de declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI) a utilizar son los que se adjuntan a 
este Código en el Anexo V, dando cumplimiento de los términos que se exponen a continuación. En el resto 
de materias, deberá suscribirse la DACI correspondiente, adecuándola a los términos del expediente en 
cuestión. 

Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI)

Todas las autoridades y el personal de la AVAP que intervengan en la gestión y ejecución de expedientes 
financiados con fondos públicos cumplimentarán y firmarán una declaración de ausencia de conflicto de 
interés vinculada al procedimiento administrativo en el que participen. 
En la DACI, la persona declarante deberá poner de manifiesto: 

→ Si en su conocimiento, existe un conflicto de intereses aparente, potencial o real vinculado al 
procedimiento administrativo en el que participa. 

→ Si existen circunstancias que pudieran llevarlo a una situación de conflicto de intereses aparente, 
potencial o real en un futuro próximo. 

→ Que se compromete a declarar inmediatamente cualquier potencial conflicto de intereses en el caso de 
que alguna circunstancia pueda llevar a dicha conclusión. 

6.  Los documentos que recojan las declaraciones de ausencia de conflicto de interés realizadas por las 
intervinientes en los procedimientos, bien las firmadas, bien las manifestadas en las reuniones de las órganos 
colegiados y recogidas en las actas, deberán quedar incorporadas al expediente de contratación, subvención, 
concesión de ayudas o encargo a medias propios, al objeto de conservar una adecuada pista de auditoría.
 
7.  El procedimiento para la gestión de las DACIs en los casos de expedientes de contratación y de subvención 
sería el siguiente: 

Expedientes de contratación: 

Los intervinientes que elaboren la memoria justificativa del contrato, o participen en la redacción de los 
pliegos de las prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas particulares, y quienes firmen los pliegos 
o la supervisión de cualesquiera otros documentos, formalizaran la DACI en el momento de la aportación del 
documento al expediente. (Anexo V). 
Los decisores de la operación, es decir, el órgano de contratación y los miembros de los órganos colegiados 
de asistencia al órgano de contratación (Mesa de contratación, Comité de expertos - si aplica- y Comisiones 
técnicas -si aplica-), así como las personas expertas que vayan a participar en el proceso de valorización, 
formalizarán la DACI una vez conocidos los licitadores. (Anexo V). 

Asimismo, el personal técnico que habiendo sido designado como responsable del contrato y/o en su caso, 
como unidad encargada de seguimiento, realice las tareas de seguimiento de la ejecución del contrato, 

CÓDIGO ÉTICO

control de la correcta realización de la prestación pactada y conformidad con el pago de las correspondientes 
facturas conforme a lo previsto en el artículo 62 y concordantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), también formalizará la correspondiente DACI. (Anexo V). 
En el caso de contrataciones menores, y encargos a medios propios, la declaración la cumplimentará, 
además del órgano de contratación, la persona titular de la unidad proponente o impulsora del expediente. 
(Anexo V). 

Los contratistas y subcontratistas, por su parte, suscribirán una declaración recogida en el contrato, que ya se 
prevé de forma expresa como obligación en el Anexo I de los Pliegos tipo de Cláusulas Administrativas 
Particulares (PCAP). 

10



1.  A efectos de este Código, se entiende conflicto de interés como toda situación de riesgo en la que el interés 
personal (económico, de índole familiar, o de otro tipo) de un empleado o empleada podría interferir en el 
ejercicio adecuado de su discernimiento profesional en nombre de un tercero, que, legítimamente, confía en 
ese juicio. El conflicto de interés es, por tanto, especialmente relevante para los empleados públicos ya que 
son depositarios de la confianza del Estado y de la ciudadanía, y a través de su proceder se materializa la 
actuación de la administración pública. 

2.  Un conflicto de interés es un riesgo de corrupción que se concreta en la posibilidad de que el interés 
particular interfiera en la capacidad del profesional de llevar a cabo su deber de modo objetivo, imparcial e 
independiente. Dicho riesgo de corrupción podría convertirse en un acto de corrupción, si finalmente, el 
interés particular terminara interfiriendo efectivamente y prevaleciendo en el juicio profesional de aquella 
persona. 

3.  El personal de la Agència debe ser consciente de que las situaciones de conflictos de interés mal 
identificadas y no gestionadas convenientemente pueden poner en riesgo la integridad y la reputación de la 
Agència, y la suya propia. Por ello, se deben identificar y gestionar en todo momento los conflictos de 
intereses o incluso la posible apariencia de ellos.

4.  El personal de la Agència, a este respecto, debe ser ejemplo de integridad, para lo que deben informar a 
su superior jerárquico de cualquier situación en la que su independencia, objetividad o neutralidad pudiera 
ser cuestionada, de cara a proteger también la neutralidad y la imparcialidad de la propia Agència. 
Especialmente, esta actuación objetiva deberá impregnar la actividad profesional que se despliegue por el 
personal de la Agència sobre los procedimientos de acceso, promoción y provisión de puestos de trabajo, de 

contratación pública o de cumplimiento de cualquier exigencia legal que esté inspirada por el principio de 
publicidad y libre concurrencia, así como por la salvaguarda de la imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones.

5.  El personal de la AVAP deberá abstenerse de intervenir o influir en la aprobación de cualquier acto 
administrativo en las que el referido personal o su círculo de familiares y relaciones, en los grados y 
condiciones indicados en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, tengan intereses personales, evitando que dichos intereses influyan en las decisiones que se 
adopten. A tal efecto se utilizarán los modelos previstos en los Anexos II y III de este Código, según 
corresponda.  

En el caso de que los procedimientos administrativos se refieran a las específicas materias de contratación, 
los modelos de declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI) a utilizar son los que se adjuntan a 
este Código en el Anexo V, dando cumplimiento de los términos que se exponen a continuación. En el resto 
de materias, deberá suscribirse la DACI correspondiente, adecuándola a los términos del expediente en 
cuestión. 

Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI)

Todas las autoridades y el personal de la AVAP que intervengan en la gestión y ejecución de expedientes 
financiados con fondos públicos cumplimentarán y firmarán una declaración de ausencia de conflicto de 
interés vinculada al procedimiento administrativo en el que participen. 
En la DACI, la persona declarante deberá poner de manifiesto: 

→ Si en su conocimiento, existe un conflicto de intereses aparente, potencial o real vinculado al 
procedimiento administrativo en el que participa. 

→ Si existen circunstancias que pudieran llevarlo a una situación de conflicto de intereses aparente, 
potencial o real en un futuro próximo. 

→ Que se compromete a declarar inmediatamente cualquier potencial conflicto de intereses en el caso de 
que alguna circunstancia pueda llevar a dicha conclusión. 

6.  Los documentos que recojan las declaraciones de ausencia de conflicto de interés realizadas por las 
intervinientes en los procedimientos, bien las firmadas, bien las manifestadas en las reuniones de las órganos 
colegiados y recogidas en las actas, deberán quedar incorporadas al expediente de contratación, subvención, 
concesión de ayudas o encargo a medias propios, al objeto de conservar una adecuada pista de auditoría.
 
7.  El procedimiento para la gestión de las DACIs en los casos de expedientes de contratación y de subvención 
sería el siguiente: 

Expedientes de contratación: 

Los intervinientes que elaboren la memoria justificativa del contrato, o participen en la redacción de los 
pliegos de las prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas particulares, y quienes firmen los pliegos 
o la supervisión de cualesquiera otros documentos, formalizaran la DACI en el momento de la aportación del 
documento al expediente. (Anexo V). 
Los decisores de la operación, es decir, el órgano de contratación y los miembros de los órganos colegiados 
de asistencia al órgano de contratación (Mesa de contratación, Comité de expertos - si aplica- y Comisiones 
técnicas -si aplica-), así como las personas expertas que vayan a participar en el proceso de valorización, 
formalizarán la DACI una vez conocidos los licitadores. (Anexo V). 

Asimismo, el personal técnico que habiendo sido designado como responsable del contrato y/o en su caso, 
como unidad encargada de seguimiento, realice las tareas de seguimiento de la ejecución del contrato, 

control de la correcta realización de la prestación pactada y conformidad con el pago de las correspondientes 
facturas conforme a lo previsto en el artículo 62 y concordantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), también formalizará la correspondiente DACI. (Anexo V). 
En el caso de contrataciones menores, y encargos a medios propios, la declaración la cumplimentará, 
además del órgano de contratación, la persona titular de la unidad proponente o impulsora del expediente. 
(Anexo V). 

Los contratistas y subcontratistas, por su parte, suscribirán una declaración recogida en el contrato, que ya se 
prevé de forma expresa como obligación en el Anexo I de los Pliegos tipo de Cláusulas Administrativas 
Particulares (PCAP). 
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1.c La integridad del personal de la AVAP constituye un principio fundamental para lograr la credibilidad 
frente al resto del personal de la AVAP y frente a terceros.  

Las relaciones profesionales se basarán en el respeto al ordenamiento jurídico y, en particular, en el respeto a 
la dignidad de la persona. 

El personal de la AVAP desarrollará una conducta profesional honesta y responsable, conforme a los 
principios de responsabilidad social.  

2. cDeberá evitarse cualquier clase de interferencia o influencia de terceros, que puedan alterar la 
imparcialidad y objetividad profesional.  

Esta obligación afecta de modo especial al personal que tenga que tomar decisiones o fije las condiciones 
económicas de las operaciones con proveedores, sobre contratación de suministros y servicios, las bases o 
resoluciones en convocatorias de ayudas, líneas nominativas de subvención, diálogos tecnológicos u otras 
acciones singulares que lleve a cabo la Agència. 

3. cEl personal de la AVAP deberá abstenerse de intervenir o influir en la aprobación de cualquier acto 
administrativo en las que el referido personal o su círculo de familiares y relaciones, en los grados y 
condiciones indicados en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, tengan intereses personales, evitando que dichos intereses influyan en las decisiones que se 
adopten. A tal efecto se utilizarán los modelos previstos en los Anexos II y III de este Código, según 
corresponda.  

4. cPara salvaguardar la debida independencia con la que se debe actuar frente a terceros, el personal de la 
AVAP deberá informar a su superior jerárquico inmediato de aquellas circunstancias que puedan afectar a su 
actuación independiente.  

Estos podrán ordenar a las personas en quienes se dé alguna de las circunstancias señaladas a continuación 
que se abstengan de toda intervención en las actuaciones que se estén llevando a cabo.  
La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad 
que proceda. 

Artículo 16. Integridad y cumplimiento de la normativa 
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CÓDIGO ÉTICO

1.  El personal de la AVAP dedicará a la AVAP toda la capacidad profesional y esfuerzo personal necesario para 
el ejercicio de sus funciones y la participación en las demás responsabilidades que la entidad les asigne. 

2.  Las dependencias y recursos materiales de la AVAP, así como el producto del trabajo que su personal 
realice en su horario laboral deberá destinarse para los fines de la AVAP, evitando situaciones o conductas de 
aprovechamiento en beneficio propio, de familiares o de terceros. 

3.  Todas las actuaciones serán correctamente formalizadas, procesadas en los sistemas informáticos y 
contabilizadas de acuerdo con la normativa en vigor. En las relaciones con proveedores, contratistas o 
adjudicatarios y resto de agentes con los que se tiene relación, se aplicarán, en todo caso, los principios de 
transparencia e información y se asegurará la efectiva protección de los derechos y garantías en materia de 
protección de datos personales.  

4.  Se considera contrario a la lealtad profesional retener u ocultar información a los superiores o compañeros, 
proporcionar información inapropiada, falsa o exagerada, no cooperar con los compañeros o cualquier otra 
conducta obstructiva. 

Artículo 17. Lealtad Profesional 

Los gastos en los que incurra el personal de la AVAP deberán atenerse a lo establecido en la normativa 
interna en esta materia y, en todo caso, deberán atender a criterios de racionalidad, y estar estrictamente 
relacionados con la actividad laboral del empleado y justificados documentalmente.  

Los gastos por cuenta de la AVAP deben limitarse siempre que sea posible, de manera que los recursos 
disponibles puedan ser utilizados de la forma más eficiente. 

Artículo 18. Gastos incurridos por el personal de la AVAP

1.  La práctica habitual de ofrecer, recibir o aceptar regalos o invitaciones puede utilizarse en ocasiones para 
ejercer una influencia indebida, generando situaciones de potenciales o aparentes conflictos de interés, que 
pongan en riesgo la integridad u objetividad en la toma de decisiones. 

Por consiguiente, el personal de la Agència debe proceder con la máxima prudencia y precaución cuando se 
enfrentan a situaciones en las que se les ofrecen o remiten regalos o se reciban ciertas atenciones de 
terceros, incluso aquellos que puedan ser considerados de mera cortesía. 

2.  Con carácter general, el personal de la Agència, cualquiera que sea su área de actividad o nivel jerárquico, 
no aceptará ningún regalo, invitación, viajes, comidas o compensación económica por participación en 
medios de comunicación siempre que se trate de actividades vinculadas exclusivamente con el ejercicio de 
sus funciones propias de su puesto de trabajo, como tampoco aceptarán beneficio alguno que pueda poner 
en duda su honestidad, condicione o pueda dar la apariencia de condicionar la toma de decisiones o la 
participación en ellas en aquellos asuntos que sean de su competencia. Se establecerán los supuestos, 
excepcionales, en los que tales regalos, compensaciones o beneficios puedan ser o no admisibles. 

3.  En cualquier caso, los empleados públicos de la Agència con el fin de salvaguardar la imagen de la 
institución rehusarán las ofertas de regalos, invitaciones, asistencia a congresos o conferencias de aquellas 
empresas o particulares que hayan sido contratadas o puedan objetivamente serlo en el ámbito específico 
de sus responsabilidades públicas, así como de aquellas empresas o particulares que se hayan visto 
afectados por un procedimiento tramitado por la Agència, especialmente los de carácter sancionador.

Artículo 19. Conductas constitutivas de corrupción y/o soborno 
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1. CEl personal de la AVAP observará la debida diligencia en el uso de los locales, instalaciones, equipos 
informáticos, mobiliario, instrumentos de trabajo y demás elementos propiedad de la AVAP.  

2.   La AVAP es titular de la propiedad, derechos de uso y explotación de los programas, sistemas 
informáticos, equipos, manuales, videos, proyectos, estudios, informes y demás obras y derechos creados, 
desarrollados, perfeccionados o utilizados por su personal dentro de su actividad laboral o profesional o en 
base a las facilidades informáticas de la AVAP, sin que éstos puedan utilizarlos para fines particulares ni para 
cualquier otra finalidad ajena a la AVAP, replicarlos, cederlos ni valerse de los mismos para obtener un 
beneficio. 

3.  CEl personal de la AVAP guardará secreto respecto a las características de los derechos, licencias, 
programas, sistemas, aplicaciones, procedimientos, conocimientos y, en general, tecnología, cuya propiedad 
o derechos de explotación o de uso correspondan a la AVAP. 

4.  La utilización de los equipos, sistemas y programas informáticos que la AVAP pone a disposición del 
personal a su servicio para el desarrollo de su trabajo, incluida la facilidad de acceso y operativa en Internet, 
deberá ajustarse a criterios de seguridad y eficiencia, excluyendo cualquier acción o función informática 
contraria a las instrucciones o intereses de la AVAP.  

5.  El personal de la AVAP respetará las garantías de control, acceso y uso establecidas por la entidad.  

6.  Las claves individuales de acceso a cualquier sistema informático de la AVAP serán tratadas de forma 
estrictamente confidencial.  

La identidad de usuario y la clave de acceso para los sistemas operativos y aplicaciones tienen carácter 
personal, legitiman al usuario en el sistema y le dan acceso a su ámbito autorizado.  

7.  Está totalmente prohibida la transmisión de la identificación de usuario/clave de acceso, certificados 
digitales, o cualquier otro sistema de autenticación a otros compañeros. 
En el caso de que alguna persona tuviera conocimiento de que su clave secreta es conocida por otra, tendrá 
que cambiarla inmediatamente.  

En caso de una sustitución temporal, la persona deberá recibir una autorización de acceso individual. 

8.  El personal de la AVAP no podrá instalar o utilizar en los equipos informáticos que la entidad pone a su 
disposición programas o aplicaciones cuya utilización sea ilegal o que puedan dañar los sistemas o 
perjudicar los intereses de la misma, de sus clientes o de terceras personas. 

Artículo 20. Uso de instalaciones, programas y sistemas informáticos 

4.  Asimismo, los empleados públicos adoptarán todas las medidas que sean necesarias para garantizar que 
su círculo familiar inmediato o pareja de hecho no es receptora de los regalos e invitaciones en los términos 
previstos en los párrafos anteriores.

1. CLos medios tecnológicos facilitados por la AVAP a su personal, son de exclusivo uso profesional, y en 
consecuencia serán objeto de la diligencia debida en cuanto a su uso, mantenimiento y custodia.  
Cualquier alteración de componentes físicos o lógicos de los medios tecnológicos se realizará siempre con la 
debida autorización de la Jefatura de Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa. 
Asimismo, a pérdida o robo de cualquier dispositivo deberá notificarse de inmediato a dicha Jefatura. 
Está prohibido el uso de Discos Duros Externos (USB) personales.  

Artículo 21. Política en materia de seguridad y vigilancia en la 
utilización de medios tecnológicos 

2.C La dirección de la entidad informará al personal de la AVAP con carácter previo a su implantación, de 
cualesquiera medidas de vigilancia que se implanten en relación con las comunicaciones efectuadas desde 
medios tecnológicos de la AVAP. 

En todo caso se entenderán por tales las comunicaciones de correo electrónico (ya sean cuentas corporativas 
o cuentas abiertas en servidores de libre acceso para uso profesional) y el teléfono móvil corporativo.  

3. CLa AVAP podrá acceder al contenido de cualquiera de los medios tecnológicos, incluidos los terminales 
corporativos de su personal siempre que exista previa resolución por escrito del Director General al efecto en 
la que al menos conste la determinación de las circunstancias concretas que justifiquen la necesidad de la 
medida, la proporcionalidad de la actuación, de modo que se acredite que no existe medio menos invasivo, 
al objeto de lograr los fines previstos por dicha medida, el alcance de la misma (en el tiempo y en su 
contenido: durante cuánto tiempo se prolonga, a qué archivos se accede y cuantas personas serán 
conocedoras del resultado de la monitorización, así como el uso que se va a dar a la misma) no pudiéndose 
vulnerar la protección de su intimidad limitándose el acceso a los solos efectos de controlar el cumplimiento 
de las obligaciones laborales y de garantizar la integridad de los medios tecnológicos.  

4.C Deberán participar los representantes de los trabajadores en la elaboración de los criterios de uso y 
acceso de los medios tecnológicos, recogidos tanto en el artículo anterior como en el presente. 
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CÓDIGO ÉTICO

1. CLos medios tecnológicos facilitados por la AVAP a su personal, son de exclusivo uso profesional, y en 
consecuencia serán objeto de la diligencia debida en cuanto a su uso, mantenimiento y custodia.  
Cualquier alteración de componentes físicos o lógicos de los medios tecnológicos se realizará siempre con la 
debida autorización de la Jefatura de Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa. 
Asimismo, a pérdida o robo de cualquier dispositivo deberá notificarse de inmediato a dicha Jefatura. 
Está prohibido el uso de Discos Duros Externos (USB) personales.  

1.  Quienes ejerzan una jefatura de servicio o superior, ejercerán la dirección y gestión de los recursos 
humanos, económicos y materiales siguiendo los principios de eficiencia y sostenibilidad, con sobriedad, de 
acuerdo con la normativa vigente y directrices de la Conselleria de adscripción de la AVAP y lo previsto en 
este Código. 

Su comportamiento debe ser un modelo de actuación con integridad, liderando con el ejemplo y prestando 
apoyo a aquel personal que, de buena fe, les hagan llegar sus consultas e inquietudes al objeto de garantizar 
un comportamiento coherente con los principios de actuación previstos en este Código.  

2.  La AVAP no pondrá a disposición de su personal tarjetas de crédito con el objeto de que sean utilizadas 
como medio de pago de sus gastos. 

Artículo 22. Gestión de los recursos humanos, económicos y materiales 
por parte de personal con rango de jefatura de servicio o nivel superior 

En el caso de que algún empleado de la AVAP detecte un incumplimiento del Código, lo pondrá en 
conocimiento del Comité de Ética y Cumplimiento, que informará al afectado de lo ocurrido, dándole un 
plazo para que pueda formular alegaciones, transcurrido el cual se adoptará una decisión mediante una 
recomendación de mejora ética o de gestión, con la finalidad de que el empleado o empleada adopte 
voluntariamente medidas correctoras que impidan la reiteración de tales conductas. 

Si del incumplimiento observado se pudiesen derivar consecuencias disciplinarias, el Comité de Ética y 
Cumplimiento, previa audiencia de la persona que pueda resultar afectada, elaborará un informe o 
propuesta y dará traslado de este al órgano competente para que evalúe el procedimiento a seguir.

TÍTULO CUARTO. CUMPLIMIENTO DEL CÓDIGO ÉTICO Y DE CONDUCTA Y 
PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

Artículo 23 Aplicación, observancia y seguimiento del Código   

2.C La dirección de la entidad informará al personal de la AVAP con carácter previo a su implantación, de 
cualesquiera medidas de vigilancia que se implanten en relación con las comunicaciones efectuadas desde 
medios tecnológicos de la AVAP. 

En todo caso se entenderán por tales las comunicaciones de correo electrónico (ya sean cuentas corporativas 
o cuentas abiertas en servidores de libre acceso para uso profesional) y el teléfono móvil corporativo.  

3. CLa AVAP podrá acceder al contenido de cualquiera de los medios tecnológicos, incluidos los terminales 
corporativos de su personal siempre que exista previa resolución por escrito del Director General al efecto en 
la que al menos conste la determinación de las circunstancias concretas que justifiquen la necesidad de la 
medida, la proporcionalidad de la actuación, de modo que se acredite que no existe medio menos invasivo, 
al objeto de lograr los fines previstos por dicha medida, el alcance de la misma (en el tiempo y en su 
contenido: durante cuánto tiempo se prolonga, a qué archivos se accede y cuantas personas serán 
conocedoras del resultado de la monitorización, así como el uso que se va a dar a la misma) no pudiéndose 
vulnerar la protección de su intimidad limitándose el acceso a los solos efectos de controlar el cumplimiento 
de las obligaciones laborales y de garantizar la integridad de los medios tecnológicos.  

4.C Deberán participar los representantes de los trabajadores en la elaboración de los criterios de uso y 
acceso de los medios tecnológicos, recogidos tanto en el artículo anterior como en el presente. 



CÓDIGO ÉTICO

El 21 de febrero de 2023 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora 
de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción 
(Ley 2/2023). En cumplimiento de esta exigencia, el Consell aprobó, por Acuerdo de 12 de mayo de 2023, el 
Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat (SII-GVA). En este Acuerdo, de 
conformidad con el artículo 14.2 de la Ley 2/2023, se preveía que las entidades pertenecientes al sector 
público instrumental de la Generalitat con menos de cincuenta trabajadores podían compartir este sistema.

Con fecha 11 de junio de 2024 la Jefatura del Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa 
de la AVAP, solicitó la adhesión al Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat 
(SII-GVA) al contar con menos de 50 trabajadores. Mediante Resolución de 20 de septiembre de 2024, de la 
Secretaria Autonómica de Administración Pública, por la que se de publicidad al acuerdo singular de 
adhesión al convenio tipo de colaboración entre la Generalitat, a través de la Conselleria de Hacienda, 
Economía y Administración Pública, y la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva (DOGV 9950 
/03.10.2024).

TÍTULO QUINTO. SISTEMA INTERNO DE INFORMACIÓN

Artículo 24. Política de comunicación de incumplimientos 
/Sistema interno de información (SII)  

El Comité de Ética y Cumplimiento (en adelante, el Comité) es el órgano colegiado encargado de la 
elaboración, seguimiento y aplicación de este Código y del Sistema interno de información contenido en el 
presente Título. 

El Comité es el responsable de la gestión del Sistema interno de información establecido en la ley 2/2023, y 
deberá desarrollar sus funciones de forma independiente y autónoma respecto del resto de los órganos de la 
Agència, no podrá recibir instrucciones de ningún tipo en su ejercicio, y deberá disponer de todos los medios 
personales y materiales necesarios para llevarlas a cabo. 

Son miembros de este Comité la persona titular de la Dirección General de la AVAP así como las personas 
titulares de los distintos servicios que integran la AVAP. 

Son funciones del Comité: 

Proponer las medidas oportunas para la mejor difusión y conocimiento del Código. 

Atender aquellas consultas relativas a la interpretación y/o aplicación de la normativa recogida en el 
Código, que le fueran planteadas. 

Recibir y cursar las posibles denuncias relativas a incumplimientos del Código, así como acordar las 
posibles medidas o actuaciones en relación con los hechos denunciados. 

Elevar informe a las personas titulares del Comité de Dirección de la AVAP, cuando se constate la 
comisión de incumplimientos del Código. 

Este Comité se reunirá cuantas veces resulte necesario, a instancias de cualquiera de sus miembros y en todo 
caso al menos una vez al año. 

Se levantará la correspondiente acta de las reuniones, que deberá ser convenientemente aprobada y firmada 
por las partes, dándose cuenta al Comité de Dirección de la AVAP.

El Acuerdo de 12 de mayo de 2023, donde se aprueba el Sistema Interno de Información, está integrado por 
tres elementos:

1) Los canales internos de recepción de la información
2) El procedimiento de gestión de las informaciones
3) El responsable del sistema interno.

Los principios generales en materia de Sistema interno de información y defensa del informante que se 
regulan en el presente TÍTULO de este Código, velan por diversos valores, tales como facilitar la 
comunicación de las infracciones de las que se hubiera tenido conocimiento, la confidencialidad y 
protección de las identidades de las personas informantes, el establecimiento de un procedimiento ágil y 
riguroso para la tramitación de la gestión de estas informaciones quedando garantizado de igual modo el 
respeto a la presunción de inocencia y el honor de las personas afectadas, así como el respeto a la protección 
de datos personales, además de otros principios recogidos en la ley 2/2023, a cuyo cumplimiento se ajustarán 
las acciones ejercidas en el desarrollo de las actuaciones fijadas en este Código y Sistema interno de 
información.  

El personal de la AVAP que conozca de la comisión de un acto presuntamente ilícito o de incumplimiento del 
presente Código, podrá comunicarlo directamente al responsable del sistema interno a través del medio 
facilitado  por  la  AVAP  (cuenta correo: avap@avap.es). A solicitud de la persona informante también podrá 
presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días. Todo ello, de 
conformidad con lo dispuesto los artículos 5.2.c) y 7.2 de la Ley 2/2023.  

De igual modo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 2/2023, se permitirá a todas las 
personas referidas en su artículo 3, comunicar información sobre las infracciones previstas en el artículo 2 de 
esta Ley 2/2023, por los mismos canales internos de información regulados en el presente Título. 

El responsable del sistema interno designado en la AVAP con fecha 9 de julio de 2024, es el Director General 
Francisco Javier Oliver Villarroya, quien mantendrá un registro de todas las denuncias que se reciban y 
acusará recepción de todos los escritos recibidos. Este registro cumplirá las prescripciones contenidas en el 
artículo 7 de la Ley 2/2023. En caso de denuncias anónimas, se deberá acompañar de la documentación o 
información mínima que recoja los indicios suficientes acerca de los hechos denunciados para proceder a su 
tramitación. 
El personal de la AVAP deberá colaborar de buena fe en el desarrollo de cualesquiera controles y auditorías 
internas que pudieran ser realizadas con el fin de ayudar a identificar y corregir situaciones de riesgo de 
incumplimiento del presente Código. 

En todo lo no previsto en los apartados anteriores se remitirá al documento SISTEMA INTERNO DE 
INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA GENERALITAT SII-GVA 

Las fases más relevantes del procedimiento, que podrá ser completado mediante circulares, protocolos o 
instrucciones aprobadas por el órgano Responsable del Sistema, son las siguientes. De manera supletoria, se 
aplicarán las normas de procedimiento de investigación de denuncias que rigen para las diferentes 
inspecciones. 

1.- Recepción de la información: Recibida una información relativa a presuntas infracciones, se registrará y 
se le asignará un número identificativo, que servirá para referenciar todas las comunicaciones y actuaciones 
que se realicen. Cuando se trate de comunicaciones escritas y siempre que se proporcione o disponga de un 
medio que permita dirigirse a la persona informante, se enviará acuse de recibo en el plazo de siete días 
naturales siguientes a su recepción, salvo que ello pueda poner en peligro la confidencialidad de la 
comunicación. En la misma comunicación, si fuese posible en ese momento por haber terminado el análisis 
preliminar, se indicará si se archiva, se remite la información al órgano competente en función de la materia 
o se investigan los hechos denunciados. No procederá realizar el acuse de recibo ni la comunicación de 
inadmisión cuando se trate de comunicaciones anónimas que deban calificarse como manifiestamente 
repetitivas, abusivas o injustificadas. Con carácter excepcional, esta previsión también se aplicará a las 

denuncias a las que corresponda dicha calificación cuando se aprecie abuso de derecho o mala fe por parte 
de la persona denunciante. Respecto a los canales verbales, la reunión deberá celebrarse en el plazo máximo 
de siete días hábiles desde que se solicite y deberá documentarse. En esa reunión se informará al solicitante 
de sus derechos y, especialmente del régimen de confidencialidad y protección de datos, así como de los 
medios a través de los cuales mantener las comunicaciones posteriores. 

2.- Evaluación: El análisis de competencia, verosimilitud de la información y de suficiencia de las evidencias 
aportadas se realizará por el personal inspector que tenga permisos para acceder a las informaciones. Con 
ello se consiguen las mismas garantías de confidencialidad que las establecidas para la recepción. En los 
casos en que la denuncia o la comunicación pueda ser investigada, pero presente alguna carencia de 
información, se efectuará el correspondiente requerimiento, siempre que conste un medio o dirección de 
comunicación o se presente a través de un canal que lo permita. No se investigarán las siguientes 
comunicaciones: 

a) En el caso de que los hechos descritos no se refieran a las acciones u omisiones que se encuentren 
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/2023 y/o no guarden relación con la actividad y 
funcionamiento de la Administración de la Generalitat, sin perjuicio de que pueda realizarse una 
investigación de las previstas en el apartado 14 del presente documento.   

b) Cuando carezcan de fundamento o verosimilitud. Así como cuando carezcan de contenido esencial, 
resulten ininteligibles o estén formuladas de forma vaga o excesivamente genérica, y no hayan sido 
subsanadas.  

c) Cuando sean manifiestamente repetitivas, salvo que se aprecien nuevas circunstancias de hecho o de 
derecho que justifiquen una nueva investigación. Se entenderá que concurre esta causa cuando no se 
contenga información nueva y significativa sobre anteriores comunicaciones previamente inadmitidas o 
debidamente investigadas.  

d) En aquellos casos que tengan un carácter abusivo o injustificado, al apreciar que la finalidad 
perseguida con su presentación no es que se realice una investigación. 

e) En aquellos casos en que se refieran a supuestas irregularidades que tengan su propio y natural 
procedimiento específico. No obstante, si se dedujeran indicios de un anormal funcionamiento de los 
servicios públicos, se podrán iniciar las actuaciones oportunas. Cuando los hechos pudieran ser 
indiciariamente constitutivos de delito se remitirá la información al Ministerio Fiscal con carácter 
inmediato. 

3.- Investigación: La investigación comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la 
verosimilitud de los hechos relatados y, en su caso, a obtener evidencias. Podrá ser realizada por una o varias 
de las personas que tengan otorgado el permiso de acceso a las informaciones o por diferente personal 
inspector. En este último caso, se informará de que el origen de la comunicación es el SII-GVA y se recordará 
el marco de garantías de confidencialidad y de protección frente a represalias previsto en la Ley 2/2023.  
Además, en función de los hechos comunicados, también se podrá pedir la colaboración de otros órganos o 
unidades con competencias en la materia para que realicen la investigación o parte de ella, especialmente si 
se trata de órganos con competencias de control, inspectoras y/o sancionadoras. En todo caso se recordará la 
obligación de guardar deber de sigilo y confidencialidad. Respecto a las personas investigadas, se les 
informará de las acciones u omisiones que se le atribuyen, y a poder ser oída en cualquier momento, 
respetando en todo caso el derecho a la presunción de inocencia y al honor de las personas afectadas. Dicha 
comunicación tendrá lugar en el tiempo y forma que se considere adecuado para garantizar el buen fin de la 
investigación. 

4.- Terminación: Se debe dar cuenta del resultado de las actuaciones realizadas a la persona informante, 
siempre que se conozca un medio de comunicación. El plazo máximo para dar respuesta es de tres meses a 
contar desde la recepción de la comunicación o, si no se remitió un acuse de recibo al informante, de tres 
meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de efectuarse la comunicación. En los casos 

de especial complejidad que requieran una ampliación del plazo máximo de respuesta, éste podrá ampliarse 
hasta un máximo de otros tres meses adicionales.  Las recomendaciones para la adopción de medidas 
correctoras, sancionadoras o, incluso, de buenas prácticas derivadas de las investigaciones, se trasladarán 
formalmente a los órganos o personas competentes para la adopción de las medidas, a las que se les 
recordará el deber de confidencialidad y sigilo profesional. 

5.- Transparencia:  La rendición de cuentas a la ciudadanía se deberá realizar anonimizando la información 
y eliminando los datos que pudieran identificar a la persona informadora y a las demás que hayan aportado 
información durante la investigación.  Respecto a las personas investigadas, la información publicada deberá 
realizarse ponderando sus derechos a protección de datos y presunción de inocencia, así como su 
sometimiento a rendición de cuentas, bajo criterios de proporcionalidad. Para ello se tendrá en cuenta el 
puesto ocupado en la Administración. Cuando proceda, se identificarán los cargos o puestos y no el nombre 
de las personas. No será imputable al funcionamiento del sistema que se identifique a las personas por otras 
informaciones, actuaciones o hechos ajenos al propio sistema.
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CÓDIGO ÉTICO

El 21 de febrero de 2023 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora 
de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción 
(Ley 2/2023). En cumplimiento de esta exigencia, el Consell aprobó, por Acuerdo de 12 de mayo de 2023, el 
Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat (SII-GVA). En este Acuerdo, de 
conformidad con el artículo 14.2 de la Ley 2/2023, se preveía que las entidades pertenecientes al sector 
público instrumental de la Generalitat con menos de cincuenta trabajadores podían compartir este sistema.

Con fecha 11 de junio de 2024 la Jefatura del Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa 
de la AVAP, solicitó la adhesión al Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat 
(SII-GVA) al contar con menos de 50 trabajadores. Mediante Resolución de 20 de septiembre de 2024, de la 
Secretaria Autonómica de Administración Pública, por la que se de publicidad al acuerdo singular de 
adhesión al convenio tipo de colaboración entre la Generalitat, a través de la Conselleria de Hacienda, 
Economía y Administración Pública, y la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva (DOGV 9950 
/03.10.2024).

El Acuerdo de 12 de mayo de 2023, donde se aprueba el Sistema Interno de Información, está integrado por 
tres elementos:

1) Los canales internos de recepción de la información
2) El procedimiento de gestión de las informaciones
3) El responsable del sistema interno.

Los principios generales en materia de Sistema interno de información y defensa del informante que se 
regulan en el presente TÍTULO de este Código, velan por diversos valores, tales como facilitar la 
comunicación de las infracciones de las que se hubiera tenido conocimiento, la confidencialidad y 
protección de las identidades de las personas informantes, el establecimiento de un procedimiento ágil y 
riguroso para la tramitación de la gestión de estas informaciones quedando garantizado de igual modo el 
respeto a la presunción de inocencia y el honor de las personas afectadas, así como el respeto a la protección 
de datos personales, además de otros principios recogidos en la ley 2/2023, a cuyo cumplimiento se ajustarán 
las acciones ejercidas en el desarrollo de las actuaciones fijadas en este Código y Sistema interno de 
información.  

El personal de la AVAP que conozca de la comisión de un acto presuntamente ilícito o de incumplimiento del 
presente Código, podrá comunicarlo directamente al responsable del sistema interno a través del medio 
facilitado  por  la  AVAP  (cuenta correo: avap@avap.es). A solicitud de la persona informante también podrá 
presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días. Todo ello, de 
conformidad con lo dispuesto los artículos 5.2.c) y 7.2 de la Ley 2/2023.  

De igual modo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 2/2023, se permitirá a todas las 
personas referidas en su artículo 3, comunicar información sobre las infracciones previstas en el artículo 2 de 
esta Ley 2/2023, por los mismos canales internos de información regulados en el presente Título. 

El responsable del sistema interno designado en la AVAP con fecha 9 de julio de 2024, es el Director General 
Francisco Javier Oliver Villarroya, quien mantendrá un registro de todas las denuncias que se reciban y 
acusará recepción de todos los escritos recibidos. Este registro cumplirá las prescripciones contenidas en el 
artículo 7 de la Ley 2/2023. En caso de denuncias anónimas, se deberá acompañar de la documentación o 
información mínima que recoja los indicios suficientes acerca de los hechos denunciados para proceder a su 
tramitación. 
El personal de la AVAP deberá colaborar de buena fe en el desarrollo de cualesquiera controles y auditorías 
internas que pudieran ser realizadas con el fin de ayudar a identificar y corregir situaciones de riesgo de 
incumplimiento del presente Código. 

En todo lo no previsto en los apartados anteriores se remitirá al documento SISTEMA INTERNO DE 
INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA GENERALITAT SII-GVA 

Las fases más relevantes del procedimiento, que podrá ser completado mediante circulares, protocolos o 
instrucciones aprobadas por el órgano Responsable del Sistema, son las siguientes. De manera supletoria, se 
aplicarán las normas de procedimiento de investigación de denuncias que rigen para las diferentes 
inspecciones. 

1.- Recepción de la información: Recibida una información relativa a presuntas infracciones, se registrará y 
se le asignará un número identificativo, que servirá para referenciar todas las comunicaciones y actuaciones 
que se realicen. Cuando se trate de comunicaciones escritas y siempre que se proporcione o disponga de un 
medio que permita dirigirse a la persona informante, se enviará acuse de recibo en el plazo de siete días 
naturales siguientes a su recepción, salvo que ello pueda poner en peligro la confidencialidad de la 
comunicación. En la misma comunicación, si fuese posible en ese momento por haber terminado el análisis 
preliminar, se indicará si se archiva, se remite la información al órgano competente en función de la materia 
o se investigan los hechos denunciados. No procederá realizar el acuse de recibo ni la comunicación de 
inadmisión cuando se trate de comunicaciones anónimas que deban calificarse como manifiestamente 
repetitivas, abusivas o injustificadas. Con carácter excepcional, esta previsión también se aplicará a las 

denuncias a las que corresponda dicha calificación cuando se aprecie abuso de derecho o mala fe por parte 
de la persona denunciante. Respecto a los canales verbales, la reunión deberá celebrarse en el plazo máximo 
de siete días hábiles desde que se solicite y deberá documentarse. En esa reunión se informará al solicitante 
de sus derechos y, especialmente del régimen de confidencialidad y protección de datos, así como de los 
medios a través de los cuales mantener las comunicaciones posteriores. 

2.- Evaluación: El análisis de competencia, verosimilitud de la información y de suficiencia de las evidencias 
aportadas se realizará por el personal inspector que tenga permisos para acceder a las informaciones. Con 
ello se consiguen las mismas garantías de confidencialidad que las establecidas para la recepción. En los 
casos en que la denuncia o la comunicación pueda ser investigada, pero presente alguna carencia de 
información, se efectuará el correspondiente requerimiento, siempre que conste un medio o dirección de 
comunicación o se presente a través de un canal que lo permita. No se investigarán las siguientes 
comunicaciones: 

a) En el caso de que los hechos descritos no se refieran a las acciones u omisiones que se encuentren 
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/2023 y/o no guarden relación con la actividad y 
funcionamiento de la Administración de la Generalitat, sin perjuicio de que pueda realizarse una 
investigación de las previstas en el apartado 14 del presente documento.   

b) Cuando carezcan de fundamento o verosimilitud. Así como cuando carezcan de contenido esencial, 
resulten ininteligibles o estén formuladas de forma vaga o excesivamente genérica, y no hayan sido 
subsanadas.  

c) Cuando sean manifiestamente repetitivas, salvo que se aprecien nuevas circunstancias de hecho o de 
derecho que justifiquen una nueva investigación. Se entenderá que concurre esta causa cuando no se 
contenga información nueva y significativa sobre anteriores comunicaciones previamente inadmitidas o 
debidamente investigadas.  

d) En aquellos casos que tengan un carácter abusivo o injustificado, al apreciar que la finalidad 
perseguida con su presentación no es que se realice una investigación. 

e) En aquellos casos en que se refieran a supuestas irregularidades que tengan su propio y natural 
procedimiento específico. No obstante, si se dedujeran indicios de un anormal funcionamiento de los 
servicios públicos, se podrán iniciar las actuaciones oportunas. Cuando los hechos pudieran ser 
indiciariamente constitutivos de delito se remitirá la información al Ministerio Fiscal con carácter 
inmediato. 

3.- Investigación: La investigación comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la 
verosimilitud de los hechos relatados y, en su caso, a obtener evidencias. Podrá ser realizada por una o varias 
de las personas que tengan otorgado el permiso de acceso a las informaciones o por diferente personal 
inspector. En este último caso, se informará de que el origen de la comunicación es el SII-GVA y se recordará 
el marco de garantías de confidencialidad y de protección frente a represalias previsto en la Ley 2/2023.  
Además, en función de los hechos comunicados, también se podrá pedir la colaboración de otros órganos o 
unidades con competencias en la materia para que realicen la investigación o parte de ella, especialmente si 
se trata de órganos con competencias de control, inspectoras y/o sancionadoras. En todo caso se recordará la 
obligación de guardar deber de sigilo y confidencialidad. Respecto a las personas investigadas, se les 
informará de las acciones u omisiones que se le atribuyen, y a poder ser oída en cualquier momento, 
respetando en todo caso el derecho a la presunción de inocencia y al honor de las personas afectadas. Dicha 
comunicación tendrá lugar en el tiempo y forma que se considere adecuado para garantizar el buen fin de la 
investigación. 

4.- Terminación: Se debe dar cuenta del resultado de las actuaciones realizadas a la persona informante, 
siempre que se conozca un medio de comunicación. El plazo máximo para dar respuesta es de tres meses a 
contar desde la recepción de la comunicación o, si no se remitió un acuse de recibo al informante, de tres 
meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de efectuarse la comunicación. En los casos 

de especial complejidad que requieran una ampliación del plazo máximo de respuesta, éste podrá ampliarse 
hasta un máximo de otros tres meses adicionales.  Las recomendaciones para la adopción de medidas 
correctoras, sancionadoras o, incluso, de buenas prácticas derivadas de las investigaciones, se trasladarán 
formalmente a los órganos o personas competentes para la adopción de las medidas, a las que se les 
recordará el deber de confidencialidad y sigilo profesional. 

5.- Transparencia:  La rendición de cuentas a la ciudadanía se deberá realizar anonimizando la información 
y eliminando los datos que pudieran identificar a la persona informadora y a las demás que hayan aportado 
información durante la investigación.  Respecto a las personas investigadas, la información publicada deberá 
realizarse ponderando sus derechos a protección de datos y presunción de inocencia, así como su 
sometimiento a rendición de cuentas, bajo criterios de proporcionalidad. Para ello se tendrá en cuenta el 
puesto ocupado en la Administración. Cuando proceda, se identificarán los cargos o puestos y no el nombre 
de las personas. No será imputable al funcionamiento del sistema que se identifique a las personas por otras 
informaciones, actuaciones o hechos ajenos al propio sistema.
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CÓDIGO ÉTICO

El 21 de febrero de 2023 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora 
de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción 
(Ley 2/2023). En cumplimiento de esta exigencia, el Consell aprobó, por Acuerdo de 12 de mayo de 2023, el 
Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat (SII-GVA). En este Acuerdo, de 
conformidad con el artículo 14.2 de la Ley 2/2023, se preveía que las entidades pertenecientes al sector 
público instrumental de la Generalitat con menos de cincuenta trabajadores podían compartir este sistema.

Con fecha 11 de junio de 2024 la Jefatura del Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa 
de la AVAP, solicitó la adhesión al Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat 
(SII-GVA) al contar con menos de 50 trabajadores. Mediante Resolución de 20 de septiembre de 2024, de la 
Secretaria Autonómica de Administración Pública, por la que se de publicidad al acuerdo singular de 
adhesión al convenio tipo de colaboración entre la Generalitat, a través de la Conselleria de Hacienda, 
Economía y Administración Pública, y la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva (DOGV 9950 
/03.10.2024).

El Acuerdo de 12 de mayo de 2023, donde se aprueba el Sistema Interno de Información, está integrado por 
tres elementos:

1) Los canales internos de recepción de la información
2) El procedimiento de gestión de las informaciones
3) El responsable del sistema interno.

Los principios generales en materia de Sistema interno de información y defensa del informante que se 
regulan en el presente TÍTULO de este Código, velan por diversos valores, tales como facilitar la 
comunicación de las infracciones de las que se hubiera tenido conocimiento, la confidencialidad y 
protección de las identidades de las personas informantes, el establecimiento de un procedimiento ágil y 
riguroso para la tramitación de la gestión de estas informaciones quedando garantizado de igual modo el 
respeto a la presunción de inocencia y el honor de las personas afectadas, así como el respeto a la protección 
de datos personales, además de otros principios recogidos en la ley 2/2023, a cuyo cumplimiento se ajustarán 
las acciones ejercidas en el desarrollo de las actuaciones fijadas en este Código y Sistema interno de 
información.  

El personal de la AVAP que conozca de la comisión de un acto presuntamente ilícito o de incumplimiento del 
presente Código, podrá comunicarlo directamente al responsable del sistema interno a través del medio 
facilitado  por  la  AVAP  (cuenta correo: avap@avap.es). A solicitud de la persona informante también podrá 
presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días. Todo ello, de 
conformidad con lo dispuesto los artículos 5.2.c) y 7.2 de la Ley 2/2023.  

De igual modo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 2/2023, se permitirá a todas las 
personas referidas en su artículo 3, comunicar información sobre las infracciones previstas en el artículo 2 de 
esta Ley 2/2023, por los mismos canales internos de información regulados en el presente Título. 

El responsable del sistema interno designado en la AVAP con fecha 9 de julio de 2024, es el Director General 
Francisco Javier Oliver Villarroya, quien mantendrá un registro de todas las denuncias que se reciban y 
acusará recepción de todos los escritos recibidos. Este registro cumplirá las prescripciones contenidas en el 
artículo 7 de la Ley 2/2023. En caso de denuncias anónimas, se deberá acompañar de la documentación o 
información mínima que recoja los indicios suficientes acerca de los hechos denunciados para proceder a su 
tramitación. 
El personal de la AVAP deberá colaborar de buena fe en el desarrollo de cualesquiera controles y auditorías 
internas que pudieran ser realizadas con el fin de ayudar a identificar y corregir situaciones de riesgo de 
incumplimiento del presente Código. 

En todo lo no previsto en los apartados anteriores se remitirá al documento SISTEMA INTERNO DE 
INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA GENERALITAT SII-GVA 

Las fases más relevantes del procedimiento, que podrá ser completado mediante circulares, protocolos o 
instrucciones aprobadas por el órgano Responsable del Sistema, son las siguientes. De manera supletoria, se 
aplicarán las normas de procedimiento de investigación de denuncias que rigen para las diferentes 
inspecciones. 

1.- Recepción de la información: Recibida una información relativa a presuntas infracciones, se registrará y 
se le asignará un número identificativo, que servirá para referenciar todas las comunicaciones y actuaciones 
que se realicen. Cuando se trate de comunicaciones escritas y siempre que se proporcione o disponga de un 
medio que permita dirigirse a la persona informante, se enviará acuse de recibo en el plazo de siete días 
naturales siguientes a su recepción, salvo que ello pueda poner en peligro la confidencialidad de la 
comunicación. En la misma comunicación, si fuese posible en ese momento por haber terminado el análisis 
preliminar, se indicará si se archiva, se remite la información al órgano competente en función de la materia 
o se investigan los hechos denunciados. No procederá realizar el acuse de recibo ni la comunicación de 
inadmisión cuando se trate de comunicaciones anónimas que deban calificarse como manifiestamente 
repetitivas, abusivas o injustificadas. Con carácter excepcional, esta previsión también se aplicará a las 

denuncias a las que corresponda dicha calificación cuando se aprecie abuso de derecho o mala fe por parte 
de la persona denunciante. Respecto a los canales verbales, la reunión deberá celebrarse en el plazo máximo 
de siete días hábiles desde que se solicite y deberá documentarse. En esa reunión se informará al solicitante 
de sus derechos y, especialmente del régimen de confidencialidad y protección de datos, así como de los 
medios a través de los cuales mantener las comunicaciones posteriores. 

2.- Evaluación: El análisis de competencia, verosimilitud de la información y de suficiencia de las evidencias 
aportadas se realizará por el personal inspector que tenga permisos para acceder a las informaciones. Con 
ello se consiguen las mismas garantías de confidencialidad que las establecidas para la recepción. En los 
casos en que la denuncia o la comunicación pueda ser investigada, pero presente alguna carencia de 
información, se efectuará el correspondiente requerimiento, siempre que conste un medio o dirección de 
comunicación o se presente a través de un canal que lo permita. No se investigarán las siguientes 
comunicaciones: 

a) En el caso de que los hechos descritos no se refieran a las acciones u omisiones que se encuentren 
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/2023 y/o no guarden relación con la actividad y 
funcionamiento de la Administración de la Generalitat, sin perjuicio de que pueda realizarse una 
investigación de las previstas en el apartado 14 del presente documento.   

b) Cuando carezcan de fundamento o verosimilitud. Así como cuando carezcan de contenido esencial, 
resulten ininteligibles o estén formuladas de forma vaga o excesivamente genérica, y no hayan sido 
subsanadas.  

c) Cuando sean manifiestamente repetitivas, salvo que se aprecien nuevas circunstancias de hecho o de 
derecho que justifiquen una nueva investigación. Se entenderá que concurre esta causa cuando no se 
contenga información nueva y significativa sobre anteriores comunicaciones previamente inadmitidas o 
debidamente investigadas.  

d) En aquellos casos que tengan un carácter abusivo o injustificado, al apreciar que la finalidad 
perseguida con su presentación no es que se realice una investigación. 

e) En aquellos casos en que se refieran a supuestas irregularidades que tengan su propio y natural 
procedimiento específico. No obstante, si se dedujeran indicios de un anormal funcionamiento de los 
servicios públicos, se podrán iniciar las actuaciones oportunas. Cuando los hechos pudieran ser 
indiciariamente constitutivos de delito se remitirá la información al Ministerio Fiscal con carácter 
inmediato. 

3.- Investigación: La investigación comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la 
verosimilitud de los hechos relatados y, en su caso, a obtener evidencias. Podrá ser realizada por una o varias 
de las personas que tengan otorgado el permiso de acceso a las informaciones o por diferente personal 
inspector. En este último caso, se informará de que el origen de la comunicación es el SII-GVA y se recordará 
el marco de garantías de confidencialidad y de protección frente a represalias previsto en la Ley 2/2023.  
Además, en función de los hechos comunicados, también se podrá pedir la colaboración de otros órganos o 
unidades con competencias en la materia para que realicen la investigación o parte de ella, especialmente si 
se trata de órganos con competencias de control, inspectoras y/o sancionadoras. En todo caso se recordará la 
obligación de guardar deber de sigilo y confidencialidad. Respecto a las personas investigadas, se les 
informará de las acciones u omisiones que se le atribuyen, y a poder ser oída en cualquier momento, 
respetando en todo caso el derecho a la presunción de inocencia y al honor de las personas afectadas. Dicha 
comunicación tendrá lugar en el tiempo y forma que se considere adecuado para garantizar el buen fin de la 
investigación. 

4.- Terminación: Se debe dar cuenta del resultado de las actuaciones realizadas a la persona informante, 
siempre que se conozca un medio de comunicación. El plazo máximo para dar respuesta es de tres meses a 
contar desde la recepción de la comunicación o, si no se remitió un acuse de recibo al informante, de tres 
meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de efectuarse la comunicación. En los casos 

de especial complejidad que requieran una ampliación del plazo máximo de respuesta, éste podrá ampliarse 
hasta un máximo de otros tres meses adicionales.  Las recomendaciones para la adopción de medidas 
correctoras, sancionadoras o, incluso, de buenas prácticas derivadas de las investigaciones, se trasladarán 
formalmente a los órganos o personas competentes para la adopción de las medidas, a las que se les 
recordará el deber de confidencialidad y sigilo profesional. 

5.- Transparencia:  La rendición de cuentas a la ciudadanía se deberá realizar anonimizando la información 
y eliminando los datos que pudieran identificar a la persona informadora y a las demás que hayan aportado 
información durante la investigación.  Respecto a las personas investigadas, la información publicada deberá 
realizarse ponderando sus derechos a protección de datos y presunción de inocencia, así como su 
sometimiento a rendición de cuentas, bajo criterios de proporcionalidad. Para ello se tendrá en cuenta el 
puesto ocupado en la Administración. Cuando proceda, se identificarán los cargos o puestos y no el nombre 
de las personas. No será imputable al funcionamiento del sistema que se identifique a las personas por otras 
informaciones, actuaciones o hechos ajenos al propio sistema.
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CÓDIGO ÉTICO

El presente Código será de aplicación una vez sea aprobado por el Comité de Dirección de la AVAP.  

El 21 de febrero de 2023 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora 
de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción 
(Ley 2/2023). En cumplimiento de esta exigencia, el Consell aprobó, por Acuerdo de 12 de mayo de 2023, el 
Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat (SII-GVA). En este Acuerdo, de 
conformidad con el artículo 14.2 de la Ley 2/2023, se preveía que las entidades pertenecientes al sector 
público instrumental de la Generalitat con menos de cincuenta trabajadores podían compartir este sistema.

Con fecha 11 de junio de 2024 la Jefatura del Servicio de Gestión Económica, Personal y Regulación Normativa 
de la AVAP, solicitó la adhesión al Sistema Interno de Información de la Administración de la Generalitat 
(SII-GVA) al contar con menos de 50 trabajadores. Mediante Resolución de 20 de septiembre de 2024, de la 
Secretaria Autonómica de Administración Pública, por la que se de publicidad al acuerdo singular de 
adhesión al convenio tipo de colaboración entre la Generalitat, a través de la Conselleria de Hacienda, 
Economía y Administración Pública, y la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva (DOGV 9950 
/03.10.2024).

El Acuerdo de 12 de mayo de 2023, donde se aprueba el Sistema Interno de Información, está integrado por 
tres elementos:

1) Los canales internos de recepción de la información
2) El procedimiento de gestión de las informaciones
3) El responsable del sistema interno.

Los principios generales en materia de Sistema interno de información y defensa del informante que se 
regulan en el presente TÍTULO de este Código, velan por diversos valores, tales como facilitar la 
comunicación de las infracciones de las que se hubiera tenido conocimiento, la confidencialidad y 
protección de las identidades de las personas informantes, el establecimiento de un procedimiento ágil y 
riguroso para la tramitación de la gestión de estas informaciones quedando garantizado de igual modo el 
respeto a la presunción de inocencia y el honor de las personas afectadas, así como el respeto a la protección 
de datos personales, además de otros principios recogidos en la ley 2/2023, a cuyo cumplimiento se ajustarán 
las acciones ejercidas en el desarrollo de las actuaciones fijadas en este Código y Sistema interno de 
información.  

El personal de la AVAP que conozca de la comisión de un acto presuntamente ilícito o de incumplimiento del 
presente Código, podrá comunicarlo directamente al responsable del sistema interno a través del medio 
facilitado  por  la  AVAP  (cuenta correo: avap@avap.es). A solicitud de la persona informante también podrá 
presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días. Todo ello, de 
conformidad con lo dispuesto los artículos 5.2.c) y 7.2 de la Ley 2/2023.  

De igual modo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 2/2023, se permitirá a todas las 
personas referidas en su artículo 3, comunicar información sobre las infracciones previstas en el artículo 2 de 
esta Ley 2/2023, por los mismos canales internos de información regulados en el presente Título. 

El responsable del sistema interno designado en la AVAP con fecha 9 de julio de 2024, es el Director General 
Francisco Javier Oliver Villarroya, quien mantendrá un registro de todas las denuncias que se reciban y 
acusará recepción de todos los escritos recibidos. Este registro cumplirá las prescripciones contenidas en el 
artículo 7 de la Ley 2/2023. En caso de denuncias anónimas, se deberá acompañar de la documentación o 
información mínima que recoja los indicios suficientes acerca de los hechos denunciados para proceder a su 
tramitación. 
El personal de la AVAP deberá colaborar de buena fe en el desarrollo de cualesquiera controles y auditorías 
internas que pudieran ser realizadas con el fin de ayudar a identificar y corregir situaciones de riesgo de 
incumplimiento del presente Código. 

En todo lo no previsto en los apartados anteriores se remitirá al documento SISTEMA INTERNO DE 
INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA GENERALITAT SII-GVA 

Las fases más relevantes del procedimiento, que podrá ser completado mediante circulares, protocolos o 
instrucciones aprobadas por el órgano Responsable del Sistema, son las siguientes. De manera supletoria, se 
aplicarán las normas de procedimiento de investigación de denuncias que rigen para las diferentes 
inspecciones. 

1.- Recepción de la información: Recibida una información relativa a presuntas infracciones, se registrará y 
se le asignará un número identificativo, que servirá para referenciar todas las comunicaciones y actuaciones 
que se realicen. Cuando se trate de comunicaciones escritas y siempre que se proporcione o disponga de un 
medio que permita dirigirse a la persona informante, se enviará acuse de recibo en el plazo de siete días 
naturales siguientes a su recepción, salvo que ello pueda poner en peligro la confidencialidad de la 
comunicación. En la misma comunicación, si fuese posible en ese momento por haber terminado el análisis 
preliminar, se indicará si se archiva, se remite la información al órgano competente en función de la materia 
o se investigan los hechos denunciados. No procederá realizar el acuse de recibo ni la comunicación de 
inadmisión cuando se trate de comunicaciones anónimas que deban calificarse como manifiestamente 
repetitivas, abusivas o injustificadas. Con carácter excepcional, esta previsión también se aplicará a las 

denuncias a las que corresponda dicha calificación cuando se aprecie abuso de derecho o mala fe por parte 
de la persona denunciante. Respecto a los canales verbales, la reunión deberá celebrarse en el plazo máximo 
de siete días hábiles desde que se solicite y deberá documentarse. En esa reunión se informará al solicitante 
de sus derechos y, especialmente del régimen de confidencialidad y protección de datos, así como de los 
medios a través de los cuales mantener las comunicaciones posteriores. 

2.- Evaluación: El análisis de competencia, verosimilitud de la información y de suficiencia de las evidencias 
aportadas se realizará por el personal inspector que tenga permisos para acceder a las informaciones. Con 
ello se consiguen las mismas garantías de confidencialidad que las establecidas para la recepción. En los 
casos en que la denuncia o la comunicación pueda ser investigada, pero presente alguna carencia de 
información, se efectuará el correspondiente requerimiento, siempre que conste un medio o dirección de 
comunicación o se presente a través de un canal que lo permita. No se investigarán las siguientes 
comunicaciones: 

a) En el caso de que los hechos descritos no se refieran a las acciones u omisiones que se encuentren 
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/2023 y/o no guarden relación con la actividad y 
funcionamiento de la Administración de la Generalitat, sin perjuicio de que pueda realizarse una 
investigación de las previstas en el apartado 14 del presente documento.   

b) Cuando carezcan de fundamento o verosimilitud. Así como cuando carezcan de contenido esencial, 
resulten ininteligibles o estén formuladas de forma vaga o excesivamente genérica, y no hayan sido 
subsanadas.  

c) Cuando sean manifiestamente repetitivas, salvo que se aprecien nuevas circunstancias de hecho o de 
derecho que justifiquen una nueva investigación. Se entenderá que concurre esta causa cuando no se 
contenga información nueva y significativa sobre anteriores comunicaciones previamente inadmitidas o 
debidamente investigadas.  

d) En aquellos casos que tengan un carácter abusivo o injustificado, al apreciar que la finalidad 
perseguida con su presentación no es que se realice una investigación. 

e) En aquellos casos en que se refieran a supuestas irregularidades que tengan su propio y natural 
procedimiento específico. No obstante, si se dedujeran indicios de un anormal funcionamiento de los 
servicios públicos, se podrán iniciar las actuaciones oportunas. Cuando los hechos pudieran ser 
indiciariamente constitutivos de delito se remitirá la información al Ministerio Fiscal con carácter 
inmediato. 

3.- Investigación: La investigación comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la 
verosimilitud de los hechos relatados y, en su caso, a obtener evidencias. Podrá ser realizada por una o varias 
de las personas que tengan otorgado el permiso de acceso a las informaciones o por diferente personal 
inspector. En este último caso, se informará de que el origen de la comunicación es el SII-GVA y se recordará 
el marco de garantías de confidencialidad y de protección frente a represalias previsto en la Ley 2/2023.  
Además, en función de los hechos comunicados, también se podrá pedir la colaboración de otros órganos o 
unidades con competencias en la materia para que realicen la investigación o parte de ella, especialmente si 
se trata de órganos con competencias de control, inspectoras y/o sancionadoras. En todo caso se recordará la 
obligación de guardar deber de sigilo y confidencialidad. Respecto a las personas investigadas, se les 
informará de las acciones u omisiones que se le atribuyen, y a poder ser oída en cualquier momento, 
respetando en todo caso el derecho a la presunción de inocencia y al honor de las personas afectadas. Dicha 
comunicación tendrá lugar en el tiempo y forma que se considere adecuado para garantizar el buen fin de la 
investigación. 

4.- Terminación: Se debe dar cuenta del resultado de las actuaciones realizadas a la persona informante, 
siempre que se conozca un medio de comunicación. El plazo máximo para dar respuesta es de tres meses a 
contar desde la recepción de la comunicación o, si no se remitió un acuse de recibo al informante, de tres 
meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de efectuarse la comunicación. En los casos 

de especial complejidad que requieran una ampliación del plazo máximo de respuesta, éste podrá ampliarse 
hasta un máximo de otros tres meses adicionales.  Las recomendaciones para la adopción de medidas 
correctoras, sancionadoras o, incluso, de buenas prácticas derivadas de las investigaciones, se trasladarán 
formalmente a los órganos o personas competentes para la adopción de las medidas, a las que se les 
recordará el deber de confidencialidad y sigilo profesional. 

5.- Transparencia:  La rendición de cuentas a la ciudadanía se deberá realizar anonimizando la información 
y eliminando los datos que pudieran identificar a la persona informadora y a las demás que hayan aportado 
información durante la investigación.  Respecto a las personas investigadas, la información publicada deberá 
realizarse ponderando sus derechos a protección de datos y presunción de inocencia, así como su 
sometimiento a rendición de cuentas, bajo criterios de proporcionalidad. Para ello se tendrá en cuenta el 
puesto ocupado en la Administración. Cuando proceda, se identificarán los cargos o puestos y no el nombre 
de las personas. No será imputable al funcionamiento del sistema que se identifique a las personas por otras 
informaciones, actuaciones o hechos ajenos al propio sistema.

DISPOSICIÓN FINAL 
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Y para que así conste y a los efectos oportunos, firma la presente. 
 
Firma 
 

ANEXO I 
DECLARACIÓN DE ADHESIÓN AL CÓDIGO ÉTICO Y DE CONDUCTA DE LA 

AVAP , DEL SISTEMA INTERNO DE INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 
PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN 

La persona abajo firmante, en virtud del contenido del Código ético y de conducta de 
la AVAP del Sistema interno de información, así como para la prevención y lucha 
contra el fraude y la corrupción declara: 

1. Que dispone del Código. 

2. Que ha leído y comprendido el Código. 

3. Que se adhiere al contenido del Código en todos sus términos, 
comprometiéndose al cumplimiento de los principios y obligaciones en él 
recogidos. 

4. Que se compromete a colaborar en el desarrollo de las diligencias informativas 
o de investigación que se incoen, así como someterse a las medidas de 
responsabilidad que se pudieran adoptar. 
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